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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el licenciado 

Luis E. Palacios Gerena (en adelante, la parte codemandada 

apelante o licenciado Palacios Gerena) mediante el recurso de 

apelación de epígrafe y nos solicita la revocación de la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, el 

9 de abril de 2018 y notificada el 13 de abril de 2018.  

Mediante el aludido dictamen, el foro a quo declaró Con Lugar 

la Demanda incoada por Popular Auto, LLC (en adelante, parte 

demandante apelada o Popular Auto) y en consecuencia, condenó a 

los demandados Caribbean Power Systems, Inc., Luis E. Palacios 

Gerena y José Palou Abasolo a pagar solidariamente a la suma de 
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$31,427.82 dólares por concepto de cánones de arrendamiento 

adeudados. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I 

Los eventos fácticos y procesales que dan inicio al recurso de 

marras son los que en adelante se esbozan. 

El 20 de junio de 2016 Popular Auto presentó Demanda sobre 

Cobro de Dinero por la Vía Ordinaria y Ejecución de Gravamen 

Mobiliario (Reposesión de Vehículo) en contra de Caribbean Power 

Systems, Inc., Luis E. Palacios Gerena, José Palou Abasolo y otros. 

La Demanda fue presentada al amparo de la Ley Núm. 76-1994, 

conocida como Ley para Reglamentar los Contratos de 

Arrendamientos de Bienes Muebles, 10 LPRA sec. 2401 et seq. En 

su Demanda, la parte demandante apelada adujo, entre otras cosas, 

que: 

6. El día 18 de agosto de 2018 Popular Auto Inc., y la 
parte codemandada Caribbean Power Systems, Inc., 

suscribieron un Contrato de Arrendamiento de Vehículo 
. . . mediante el cual la primera le concede a la parte 
demandada un financiamiento para adquirir un 

vehículo marca Ford modelo E350 número de serie [...] 
por la suma de $35,862.80. Se estipuló un primer pago 
mensual de $594.60 con fecha de efectividad el 4 de 

septiembre de 2008, seguido de 59 pagos de $594.60, 
vencederos el cuarto (4to) de cada mes, cuyo total de 

pagos mensuales será de $35,676.00. 
 

Popular Auto alegó, además, que el 18 de agosto de 2018 el 

señor Palacios Gerena suscribió un Aviso al Garantizador Solidario 

y una Garantía Personal mediante los cuales se comprometió a 

responder solidariamente de la deuda reclamada por Popular Auto. 

Según Popular Auto, “la parte demandada incumplió con sus 

obligaciones al no continuar pagando el canon de arrendamiento, 

según establecido en el Contrato”. 

Finalmente, la parte demandante apelada sostuvo que los 

codemandados le adeudaban solidariamente la suma de 
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$31,427.82. Consecuentemente, Popular Auto le solicitó al foro 

apelado que ordenara la reposesión del vehículo objeto de la 

controversia y condenara al arrendatario al pago de las partidas que 

correspondieran en virtud de la contratación antes aludida. 

Conforme surge del dictamen apelado, el 22 de julio de 2016 

las partes fueron traídas al pleito mediante el mecanismo de citación 

dispuesto por la Ley Núm. 76. En el caso particular de la 

codemandada Caribbean Power Systems, Inc., la citación se hizo por 

conducto del codemandado apelante, licenciado Palacios Gerena, 

como Presidente de la corporación.  

Luego, el 26 de agosto de 2016, el licenciado Palacios Gerena 

compareció pro se mediante Contestación a la Demanda. 

El 29 de diciembre de 2016 Popular Auto presentó Moción 

Solicitando se Dicte Sentencia Parcial en Rebeldía. En dicha moción 

la parte demandante apelada solicitó que se dictara Sentencia 

Parcial en Rebeldía contra Caribbean Power Systems, Inc., toda vez 

que había transcurrido el término de treinta (30) días provisto en las 

Reglas de Procedimiento Civil y no se había presentado la 

contestación a la misma.  

El 10 de enero de 2018 la parte codemandada apelada 

presentó Moción Asumiendo Representación. 

El 31 de enero de 2017, notificada el 7 de febrero de 2017 el 

Tribunal de Primera Instancia dictó Sentencia Parcial en respuesta 

a la Moción Solicitando se Dicte Sentencia Parcial en Rebeldía.  En la 

misma ordenó el archivo y desistimiento sin perjuicio de la Demanda 

contra Caribbean Power Systems, Inc. y otros. Conforme surge del 

dictamen apelado, “[e]l 31 de enero de 2017, por error se dictó 

[S]entencia [P]arcial decretando la desestimación y archivo de la 

demandada contra la corporación. La misma fue relevada el 16 de 

febrero de 2017”. 
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El 23 de febrero de 2017, notificada el 27 de febrero de 2017, 

el Tribunal de Primera Instancia dictó una Orden en la cual le 

concedió a la parte codemandada apelante un término de veinte (20) 

días para que aclarara en calidad de qué había comparecido a los 

procedimientos en este caso. A su vez, el foro primario le ordenó que 

expusiera las razones por las cuales, a esa fecha, la corporación no 

había estado representada por abogado. En cumplimiento con la 

antes referida Orden, el 8 de marzo de 2017 la parte codemandada 

apelante presentó Moción en Atención a Orden del 23 de febrero de 

2017. La parte codemandada apelante expresó que había 

comparecido “para representarse en aquella única vista del 26 de 

agosto de 2016” y que “aunque en un momento fue presidente de la 

corporación demandada, hace cerca de seis o siete años se desligó 

de esa empresa”. 

El 17 de mayo de 2017, la parte codemandada apelante 

presentó Moción de Desestimación en la cual alegó, entre otras 

cosas, lo siguiente: 

Surge del propio expediente, que ya desde 2010 la 
demandada le había notificado que el vehículo que 
pretende “re poseer” le había sido robado a la 

corporación demandada. La demandante conocía este 
hecho, sabía que no podía ejecutar gravamen mobiliario 

alguno ni había vehículo que re poseer. Por ello, para 
llevar una acción de Cobro de Dinero por la vía ordinaria 
era menester emplazar a todas las partes, conforme la 

Regla 4.5 y no meramente “notificar” conforme la Regla 
40 de Procedimiento Civil. 

[. . .] 
 
Hoy, ya no es posible emplazar a la codemandada 

Caribbean Power Systems, esta cesó operaciones en el 
2010, y su certificado le fue cancelado por el Secretario 
de Estado el 16 de abril de 2014, hace ya más de tres 

años.  
[. . .] 

 
Adicionalmente, la demandante esperó siete años para 
incoar esta demanda;  

[. . .] 
 

Al actuar con tal dejadez, colocó al aquí codemandado 
en una posición insostenible puesto que toda 
documentación que pudiera haber obtenido de la 
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corporación desapareció con el paso del tiempo. Por eso 
se reclama la aplicación de la doctrina de incuria. 

  

Por su parte, el 26 de mayo de 2017, Popular Auto presentó 

Oposición a Moción Solicitando Desestimación. 

El 11 de abril de 2017 la parte demandante apelada 

compareció también mediante escrito titulado Moción en 

Cumplimiento de Orden. Dicha parte adujo, en esencia, que la Ley 

Núm. 76, supra, no prohibía consolidar en el mismo pleito una 

acción de reposesión con una de cobro de dinero. Examinada la 

referida moción, el 26 de mayo de 2017, reducida a escrito el 14 de 

junio de 2017 y notificada el 14 de junio de 2017 el Tribunal de 

Primera Instancia dictó la Orden que se transcribe a continuación: 

Enterado. El Tribunal siempre ha tenido claro que la ley 

permite acumular causas de acción por cobro de dinero 
y reposesión de vehículo. Lo que se solicita el 
demandante ilustrar al Tribunal si en este caso procede 

radicar una demanda de reposesión de vehículo para 
acumular la acción en cobro de dinero, cuando surge de 

los documentos anejados a la demanda que el vehículo 
fue hurtado y por consiguiente el demandado no tiene 
su posesión. (Énfasis en el original) 

 
Por lo antes expuesto, se ordena a la parte demandante 

que en un término 20 días muestre causa por la cual 
no deba desestimarse sin perjuicio la presente causa de 
acción. 

 

El 28 de junio de 2017 Popular Auto presentó Moción en 

Cumplimiento de Orden, en la cual expresó que la Ley Núm. 76, 

supra, no hace distinciones en cuanto a si el vehículo es hurtado o 

no. 

Luego de varias incidencias procesales, el Tribunal de Primera 

Instancia dio por sometida la reclamación. Así las cosas, el 9 de abril 

de 2018, dicho foro emitió Sentencia declarando Con Lugar la 

Demanda y condenó a los codemandados a pagar solidariamente la 

suma de $31,427.82 dólares por concepto de cánones de 

arrendamiento adeudados. Específicamente, el foro apelado 

concluyó como sigue: 
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En el presente caso, la parte demandante reclama la 
reposesión del vehículo arrendado a la corporación; el 

vehículo según se alegó sin que se ofreciera prueba en 
contrario, fue hurtado o está desaparecido.  Ello, sin 

embargo, no impide que este tribunal pueda ordenar la 
reposesión del vehículo, en caso de que la unidad pueda 
ser localizada o recuperada.  Por otro lado, la parte 

demandante reclama el cobro de los cánones de 
arrendamiento adeudados tanto a la corporación como 
a los codemandados Palacios Gerena y Palau Abasolo, 

por éstos haber suscrito sendas garantías personales 
mediante las cuales se obligaron solidariamente al pago 

de los cánones pactados y los costos legales o de cobro 
en que incurra el arrendador. 
 

Las alegaciones de los codemandados consisten en 
impugnar el mecanismo de citación utilizado para 

traerlos al pleito, en lugar del emplazamiento ordinario 
particularmente en cuanto a la acción en cobro de 
dinero, y en negar la existencia de la deuda. Como 

vimos, la Ley Núm. 76 establece el mecanismo de la 
citación como uno válido para dilucidar la acción de 
reposesión y la reclamación en cobro de dinero que se 

permite acumular a ésta por el incumplimiento con el 
pago de los cánones de arrendamiento del bien mueble, 

más aun, los codemandados Palacios Gerena y Palau 
Abasolo contestaron la demanda y comparecieron en 
varias ocasiones, sin hacer la salvedad de que lo hacían 

sin someterse a la jurisdicción, lo cual tuvo el efecto de 
someterse a la jurisdicción del tribunal. Concluimos, 
por tanto, que todos los demandados fueron traídos al 

pleito de forma válida en derecho y en consecuencia, 
adquirimos jurisdicción sobre ellos. En cuanto a la 

alegada inexistencia de la deuda, los demandados 
dejaron de ofrecer prueba para rebatir o refutar la 
evidencia ofrecida por la parte demandante que así la 

establecía, por lo que no existe impedimento para que 
la tengamos por cierta y válida. 

 
Examinada la prueba ofrecida por la parte demandante, 
quedó probada a satisfacción de este tribunal la 

existencia de la deuda reclamada y la obligación 
solidaria de los codemandados para responder por ella. 
 

Inconforme con la referida determinación, el 25 de abril de 

2018 la parte codemandada apelante presentó Solicitud de 

Reconsideración.1 El 30 de abril de 2018 Popular Auto presentó 

Oposición a Solicitud de Reconsideración. Examinadas las mociones 

de las partes, el 18 de julio de 2018, notificada el 19 de julio de 

2018, el foro primario emitió una Orden declarando No Ha Lugar la 

solicitud de reconsideración. 

                                                 
1 El 20 de abril de 2018 el codemandado José Palau Abasolo también presentó 

Moción Solicitando Reconsideración. 
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Inconforme nuevamente con el dictamen emitido, la parte 

demandada apelante acude ante nos y le imputó al Tribunal de 

Primera Instancia la comisión de los siguientes errores: 

Primer Error: Erró el Honorable Tribunal de 
Instancia al declararse con jurisdicción y dictar 
Sentencia contra el aquí compareciente a pesar de que 

éste no fue emplazado de conformidad con la Regla 4 de 
las de Procedimiento Civil. 

 
Segundo Error: Erró el Honorable Tribunal de 
Instancia al dictar Sentencia contra el aquí 

compareciente a pesar [de] proceder la doctrina de 
incuria o en su defecto la causa de acción está prescrita. 

 
Tercer Error: Erró el Honorable Tribunal de 
Instancia al dictar sentencia estableciendo que la “Ley 

para Regular los Contratos de Arrendamiento de Bienes 
Muebles” era el mecanismo para atender la prestación 
de un garantizador solidario, más sin embargo, no hubo 

prueba en los autos del Tribunal de Primera Instancia 
de que al garantizador solidario se le dieron las mismas 

protecciones de Ley que al deudor original. 
 

Mediante Resolución interlocutoria le concedimos término a la 

parte demandante apelada para presentar su alegato en oposición. 

En cumplimento con nuestra Resolución, dicha parte compareció 

mediante escrito titulado Alegato del Apelado. 

II 

A. El emplazamiento y la sumisión voluntaria 

[E]l emplazamiento es el mecanismo procesal que permite al 

Tribunal adquirir jurisdicción sobre el demandado, a fin de que éste 

quede obligado por el dictamen que, en su día, emita el foro judicial. 

Cirino González v. Adm. Corrección, 190 DPR 14, 30 (2014); Banco 

Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 863 (2005); Márquez v. 

Barreto, 143 DPR 137, 142 (1997). Dicho mecanismo procesal es 

parte esencial del debido proceso de ley, pues su propósito principal 

es notificar a la parte demandada que existe una acción judicial en 

su contra. De esta manera, la parte puede comparecer en el 

procedimiento, ser oído y presentar prueba a su favor. Banco 

Popular v. S.L.G. Negrón, supra; Global v. Salaam, 164 DPR 474, 480 
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(2005); Datiz v. Hospital Episcopal, 163 DPR 10, 15 (2004); Medina 

Garay v. Medina Garay, 161 DPR 806 (2004).  Por lo tanto, su 

adulteración constituye una flagrante violación al trato justo. Lucero 

v. San Juan Star, 159 DPR 494, 507 (2003); Reyes v. Oriental Fed. 

Savs. Bank, 133 DPR 15, 22 (1993). Torres Zayas v. Montano Gómez, 

2017 TSPR 202, 198 DPR     (2017), res. 21 de diciembre de 2017.   

Conforme a lo anterior, no es hasta que se diligencia el 

emplazamiento y se adquiere jurisdicción que la persona puede 

ser considerada propiamente parte; aunque haya sido nombrada 

en el epígrafe de la demanda, hasta ese momento sólo es parte 

nominal. Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, 192 DPR 854 (2015), 

Medina Garay v. Medina Garay, supra; Acosta v. ABC, 142 DPR 927 

(1997). (Énfasis en el original). Torres Zayas v. Montano Gómez, 

supra. 

En nuestro ordenamiento jurídico, la figura del 

emplazamiento está regulada por la Regla 4 de las de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4. En particular, dicho precepto legal 

dispone que una parte que interese demandar a otra deberá 

presentar el formulario de emplazamiento conjuntamente con la 

demanda, para su expedición inmediata por el Secretario o 

Secretaria del Tribunal. Regla 4.1 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 4.1. Expedido el emplazamiento, la parte que solicita 

el mismo cuenta con un término de ciento veinte (120) días para 

poder diligenciarlo. Lo anterior, a partir del momento en que se 

presenta la demanda o de la fecha de expedición del emplazamiento 

por edicto. Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

4.3(c). En caso de que transcurra el referido término de ciento veinte 

(120) días y este no se diligencie, el tribunal deberá dictar sentencia 

decretando la desestimación y archivo sin perjuicio del caso ante su 

consideración. Id. Torres Zayas v. Montano Gómez, supra. 
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Al respecto, nuestra última instancia judicial ha expresado 

que los requisitos que dispone la regla de emplazamiento son de 

estricto cumplimiento. Quiñones Román v. Cía. ABC, 152 DPR 367, 

374–375 (2000); First Bank of P.R. v. Inmob. Nac., Inc., 144 DPR 901 

(1998); Rodríguez v. Nasrallah, 118 DPR 93 (1986). Ello, pues, “el 

emplazamiento es un trámite medular para el cumplimiento con el 

debido procedimiento de ley de un demandado y afecta directamente 

la jurisdicción del tribunal”. Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 579 

(2002). Torres Zayas v. Montano Gómez, supra. 

Recordemos que las normas sobre el emplazamiento “son de 

carácter impositivo, de las cuales no se puede dispensar. La razón de 

esta rigurosidad es que el emplazamiento se mueve dentro del campo 

del Derecho Constitucional y más específicamente dentro del derecho 

del demandado a ser oído y notificado de cualquier reclamación en su 

contra”. R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico 

Derecho Procesal Civil, 6ta ed., LexisNexis, 2017, pág. 257. Torres 

Zayas v. Montano Gómez, supra. 

En ese sentido, es menester señalar que la falta de un correcto 

emplazamiento a la parte contra la cual un Tribunal dicta sentencia, 

“produce la nulidad de la sentencia dictada por falta de jurisdicción 

sobre el demandado […]”. Lonzo Llanos v. Banco de la Vivienda, 133 

DPR 509, 512 (1993); Reyes v. Oriental Fed. Savs. Bank, supra, pág. 

21. Dicho de otro modo, “[t]oda sentencia dictada contra un 

demandado que no ha sido emplazado o notificado conforme a 

derecho es inválida y no puede ser ejecutada. Se trata de un caso de 

nulidad radical por imperativo constitucional”. (Citas omitidas). 

Torres Zayas v. Montano Gómez, supra. 

Finalmente, no podemos pasar por alto que el derecho al 

emplazamiento es renunciable.  Tal renuncia puede suceder cuando 

la parte demandada se somete voluntariamente a la jurisdicción del 

tribunal. Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, supra, págs. 872-873. “La 
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sumisión voluntaria suple la omisión del emplazamiento, ya que 

tiene el efecto de que el tribunal adquiera jurisdicción sobre la 

persona.  Una parte puede someterse al tribunal de forma explícita 

o implícita. La sumisión voluntaria puede suceder cuando 

comparece voluntariamente y realiza algún acto sustancial que la 

constituya parte en el pleito”. Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, 

supra, págs. 872-873.   

En cuanto a la sumisión voluntaria, el Alto Foro ha expresado 

también que esto se “puede hacer al cumplir voluntariamente con 

las órdenes del tribunal y, a solicitud de éste, presentar documentos 

pertinentes dirigidos a dilucidar la reclamación incoada por la parte 

demandante en su contra”. Vázquez v. López, 160 DPR 714, 721 

(2003). 

B. La doctrina de incuria   

En varias ocasiones nuestro Tribunal Supremo ha dispuesto 

que la doctrina de incuria se define como la " ‘dejadez o negligencia 

en el reclamo de un derecho, los cuales en conjunto con el 

transcurso del tiempo y otras circunstancias que causan perjuicio a 

la parte adversa, opera como un impedimento en una corte de 

equidad’ ". Molini Gronau v. Corp. P.R. Dif. Púb., 179 D.P.R. 674, 687 

(2010), citando a Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, 173 

D.P.R. 998, 1020 (2008). Véase, además, Aponte v. Srio. de 

Hacienda, E.L.A., 125 D.P.R. 610, 618 (1990). Esta doctrina 

proviene de la máxima que la equidad auxilia a quien se mantiene 

vigilante en el reclamo de sus derechos y no quien se duerme sobre 

la corriente sin mostrar excusas razonables para ello. Drake v. Old 

Nat. Trust Co., 871 N.E.2d 352, 356 (2007). La reclamación tardía 

va en detrimento de la parte contraria, sobre todo cuando se tuvo 

amplia oportunidad de reclamar diligentemente sus derechos. Es un 

principio profundamente enraizado en la doctrina del derecho 

común angloamericano que el paso del tiempo puede impedir que 

javascript:citeSearch('179DPR674',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('173DPR998',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('173DPR998',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('125DPR610',%20'MJPR_DPR')
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un reclamante reciba el remedio que solicita ante una corte. En ese 

sentido, la doctrina de incuria (laches) establece que la inacción de 

una parte por un largo periodo de tiempo y la legítima confianza de 

la otra parte, impide que se provean los remedios solicitados 

mediante reclamos tardíos. City of Sherrill. v. Oneida Indian Nation 

of N.Y., 544 U.S. 197, 217-218 (2005). (Cita omitida). Consejo de 

Titulares v. Ramos Vázquez, 186 DPR 311, 340-341 (2012). 

Ahora bien, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto 

que esta doctrina no aplica automáticamente por el mero transcurso 

del tiempo. Aponte v. Srio. de Hacienda, supra.  En ese sentido, "cada 

caso deberá ser examinado a la luz de sus hechos y circunstancias 

particulares". Pérez, Pellot v. J.A.S.A.P., 139 D.P.R. 588, 599-600 

(1995). Al analizarse las distintas situaciones, se debe considerar si 

existe alguna justificación para la demora, el perjuicio que esta 

acarrea y el efecto sobre intereses privados o públicos involucrados. 

Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, supra. Consejo de 

Titulares v. Ramos Vázquez, supra, pág. 341. 

Es preciso señalar, además, que la incuria aplica cuando no 

existe un término reglamentario o en ley para realizar determinada 

acción, pero también se ha aplicado cuando existe un término que 

no ha sido debidamente notificado. Pueblo v. Valentín, 135 D.P.R. 

245 (1994). De esa forma, ante la ausencia de un término 

reglamentario, se ha aplicado el criterio de "término razonable". Id. 

Véase Buena Vista Dairy, Inc. v. J.R.T., 94 D.P.R. 624 (1967). (Citas 

omitidas). Consejo de Titulares v. Ramos Vázquez, págs. 341-342. 

  Específicamente, la incuria " ‘envuelve dos elementos, a 

saber: la dilación injustificada en la presentación del recurso; y (2) 

el perjuicio que ello pueda ocasionar a otras personas, según las 

circunstancias’ ". De igual forma, "hay que considerar el efecto que 

tendría la concesión o la denegación del auto sobre los intereses 

privados y sociales en presencia". Se deben considerar los méritos y 

javascript:citeSearch('544U.S.197',%20'')
javascript:citeSearch('186DPR311',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('139DPR588',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('135DPR245',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('135DPR245',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('94DPR624',%20'MJPR_DPR')
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las circunstancias del caso, pues como se colige de lo expuesto, esta 

doctrina está vinculada a la idea fundamental de la equidad. Es 

decir, al aplicarse esta doctrina, se apela a la razón y a la conciencia, 

ante la necesidad de encontrar y proveer soluciones justas. (Citas 

omitidas). Id., pág. 342. 

C. El Contrato de “leasing” 

El contrato de arrendamiento financiero o leasing "es un 

negocio jurídico cuyo contenido está formado por varias 

declaraciones de voluntad, las cuales producen una relación jurídica 

[entre las partes suscribientes] y establecen los términos que la 

regulan". CNA Casualty of P.R. v. Torres Díaz, 141 D.P.R. 27, 33 

(1996). El arrendamiento financiero se destaca por ser el producto 

de una relación tripartita la cual se organiza a través de dos (2) 

negocios separados. El arrendador sirve como intermediario 

financiero entre el proveedor (vendedor o suplidor) y el arrendatario 

(usuario). Meyers Bros. v. Gelco, 114 D.P.R. 116, 120 (1983). 

Típicamente, después de que el arrendatario escoja el bien que 

quiere usar y llega a un acuerdo con el arrendador para que se 

otorgue un lease, éste compra el bien del proveedor y se lo arrenda 

a aquél por un término fijo irrevocable. Class v. Vehicle Eqmnt. 

Leasing Co., 143 D.P.R. 186, 197 (1997). No obstante esa realidad 

comercial, el contrato de arrendamiento financiero consagra las 

obligaciones y los derechos entre el arrendador y arrendatario. 

Véanse: CNA Casualty of P.R. v. Torres Díaz, supra, págs. 33-34; 

Class v. Vehicle Eqmnt. Leasing Co., supra, pág. 197. Andréu Fuentes 

Y otros v. Popular Leasing, 184 DPR 540, 553-554 (2012). 

A través de la jurisprudencia, nuestra Alta Curia ha 

identificado la institución del arrendamiento financiero como una 

relativamente nueva forma de financiamiento, "un contrato atípico, 

sui géneris, producto de la realidad cambiante del tráfico mercantil". 

Antes de aprobarse la Ley para Regular los Contratos de 

javascript:citeSearch('141DPR27',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('114DPR116',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('143DPR186',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('184DPR540',%20'MJPR_DPR')
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Arrendamientos, el lease se regía por el principio de la autonomía 

contractual consagrado por el Artículo 1207 de nuestro Código Civil, 

31 L.P.R.A. sec. 3372. Es menester notar que uno de los objetivos 

de la Ley para Regular los Contratos de Arrendamientos fue 

estimular la celebración de estos contratos para lograr un 

crecimiento económico, lo cual denota la importancia e impacto que 

este tipo de negocio ha tenido en la sociedad y en el desarrollo 

mercantil puertorriqueño. Art. 2 de la Ley Núm. 76-1994, supra. 

Andréu Fuentes Y otros v. Popular Leasing, supra, pág. 554. 

En cuanto al incumplimiento de los arrendamientos de 

consumo, el Art. 23 de la Ley Núm. 76, supra, dispone lo siguiente:  

En los arrendamientos de consumo, el arrendatario 
deberá efectuar el pago del canon convenido en el 

arrendamiento a su vencimiento. Transcurridos diez 
(10) días siguientes a la fecha de su vencimiento, se 
constituirá en mora. Una vez éste se constituya en 

mora, el arrendador notificará al arrendatario de la 
mora por escrito y le otorgará un plazo de veinte (20) 
días para que haga efectivo el pago del canon o cánones 

atrasados más la penalidad por mora.  
 

Se le notificará, además, que de no efectuarse el pago 
dentro de dicho término de veinte (20) días, se podrá 
iniciar una acción judicial de reposesión de bienes 

muebles, y/o en cobro de dinero, conforme a las leyes 
y reglas aplicables, a opción del arrendador. (Énfasis 

nuestro). 
[. . .] 10 LPRA sec. 2421. 
 

En caso de que el arrendador opte por el proceso de 

reposesión, el Art. 25 dispone que: 

(a) En los arrendamientos financieros, el arrendador 

tendrá la opción de iniciar un procedimiento de 
reposesión presentado ante el secretario del tribunal 
con competencia en el caso, una declaración escrita y 

jurada haciendo constar que el arrendatario no ha 
cumplido los términos del contrato de arrendamiento. 

 
(b) Al recibirse la declaración jurada y la copia del 
contrato de arrendamiento, el secretario del tribunal 

cobrará los derechos establecidos en las secs. 1476 et 
seq. del Título 32, y citará a las partes interesadas por 
escrito para una audiencia que tendrá lugar ante el 

tribunal competente dentro de los diez (10) días 
siguientes a la fecha de la citación, para conocer el caso. 

 
(c) En dicha audiencia el tribunal determinará si el 
arrendatario no ha cumplido con los términos del 

javascript:citeSearch('31LPRA3372',%20'MJPR_LPRA2007')
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arrendamiento, en cuyo caso dictará una orden, 
disponiendo que el alguacil se incaute del bien 

arrendado, el cual entregará al arrendador, sujeto a las 
disposiciones de este capítulo. El alguacil consignará al 

dorso de la declaración jurada el hecho de la ocupación 
y de la entrega del referido bien arrendado, 
describiéndolo detalladamente, y entregará al 

arrendatario una copia de la declaración jurada y del 
diligenciamiento al dorso de la misma en la cual 
consignará el lugar, día y hora de la ocupación y 

remitirá los documentos originales al secretario del 
tribunal. [. . .]. 10 LPRA sec. 2423. 

 

C. Deferencia Judicial  

Por último, nuestra Máxima Curia ha reiterado que los 

tribunales apelativos “no debemos intervenir con las 

determinaciones de los juzgadores de primera instancia, salvo que 

medie pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto”. Serrano 

Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 D.P.R. 717, 741 (2007); Álvarez v. 

Rivera, 165 D.P.R. 1, 25 (2005); Rodríguez v. Concreto Mixto, Inc., 98 

D.P.R.579, 593 (1970). Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 

889, 908-909. 

III 

Expuesta la norma jurídica, procedemos a aplicarla al caso de 

marras. 

En su comparecencia ante este foro revisor, arguye la parte 

demandante apelante como primer error, que incidió el foro apelado 

al declararse con jurisdicción y dictar Sentencia contra el aquí 

compareciente, a pesar de que éste no fue emplazado de 

conformidad con la Regla 4 de las de Procedimiento Civil. 

Como parte de sus argumentos, el codemandado apelante 

sostiene, entre otras cosas, que la referida Ley Núm. 76, supra, 

permite citar al deudor para recobrar de este la posesión del bien 

mueble, no así para el cobro de dinero adeudado por la vía ordinaria. 

No le asiste la razón. 

Conforme surge del tracto procesal antes reseñado, Popular 

Auto presentó una acción de reposesión y en cobro de dinero al 

javascript:citeSearch('171DPR717',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('165DPR1',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('98DPR579',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('98DPR579',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('186DPR889',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('186DPR889',%20'MJPR_DPR')
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amparo de la Ley Núm. 76, supra, en contra de Caribbean Power 

Systems, Inc., el licenciado Palacios Gerena y el señor Palou 

Abasolo, estos últimos dos, como garantizadores solidarios de la 

obligación contraída por Caribbean Power Systems, Inc. 

 De una simple lectura de la sección 2421 de la Ley Núm. 76, 

supra, surge que la misma le permite a una parte presentar ante el 

Tribunal una acción judicial de reposesión de bienes muebles y/o 

en cobro de dinero. Nótese que, conforme a la disposición legal, 

una parte tiene tres opciones: (1) puede presentar una acción de 

reposesión de bienes muebles, (2) una acción en cobro de dinero o, 

(3) presentar una acción de reposesión de bienes muebles y 

cobro de dinero. Por lo tanto, la parte demandante apelada no 

estaba impedida de presentar ambas causas de acción (cobro de 

dinero y reposesión del bien muebles) en una misma Demanda ante 

el foro primario. 

Por otra parte, aduce también la parte codemandada apelante 

que, “[e]s vital resaltar que el propio demandante admite con sus 

alegaciones de la demanda que el alegado bien mueble cuya 

posesión se pretendía recobrar había sido robado. Esto evidencia 

que la contención de que se recurre a la Ley 76 de 1994 para 

recobrar la posesión del bien mueble es un subterfugio para 

desconocerse de su obligación procesal de emplazar si era su 

intención el cobro de lo adeudado por la vía ordinaria contra el 

garantizado[r] solidario”. 

Al examinar la Ley Núm. 76, supra, nos percatamos de que de 

la misma no surge que se haga alguna distinción entre si el vehículo 

fue hurtado o no. Es decir, la ley no excluye de llevar una acción de 

reposesión de bienes muebles y/o cobro de dinero en aquellas 

instancias en las que el bien mueble haya sido hurtado.2 

                                                 
2 Con respecto a este particular, cabe señalar que, de la Minuta del 13 de 

diciembre de 2017 surge lo siguiente: “Se le requirió a la parte demandante 



 
 

 
KLAN201800831 

 

16 

Consecuentemente, no erró al foro apelado al concluir que “[e]llo no 

impide que este tribunal pueda ordenar la reposesión del vehículo, 

en caso de que la unidad pueda ser localizada o recuperada”.   

Por último, en cuanto al precitado señalamiento de error, el 

licenciado Palacios Gerena se limitó a alegar que la Ley Núm. 76, 

supra, no contempla la figura del garantizador solidario y que si era 

la pretensión de Popular Auto ejercer las prestaciones de dicho 

contrato, debió emplazarlo y no meramente citarlo.  

Resulta necesario destacar que, el licenciado Palacios Gerena, 

en la discusión de su señalamiento de error, no incluyó fundamento 

legal alguno en apoyo a su contención. Al respecto, nuestra Máxima 

Curia ha establecido en repetidas ocasiones que meras alegaciones 

no constituyen prueba. (Citas omitidas). U.P.R. Aguadilla v. Lorenzo 

Hernández, 184 DPR 1001, 1013 (2012). Por lo cual, dicha parte no 

nos puso en posición de atender su señalamiento de error. 

Ahora bien, solo para fines de esta argumentación, tomando 

como bueno el argumento de la parte codemandada apelante, 

concluimos que, en este caso, el licenciado Palacios Gerena se 

sometió voluntariamente a la jurisdicción del Tribunal de Primera 

Instancia. Consecuentemente, el foro apelado adquirió jurisdicción 

del aquí codemandado apelante. Veamos.  

Del expediente ante nuestra consideración surge que el 

codemandado apelante compareció ante el foro primario en varias 

ocasiones sin hacer la salvedad de que lo hacía sin someterse a 

la jurisdicción del foro apelado. Así por ejemplo, ni en la 

Contestación a Demanda presentada por derecho propio el 26 de 

agosto de 2016, ni en la Moción Asumiendo Representación Legal 

presentada por el Lcdo. Leonardo Delego Navarro, el 2 de enero de 

                                                 
acredite el hurto o indique si hay alguna querella de la Policía para saber cómo se 
sabe que el vehículo fue hurtado. El licenciado Bellver [representación legal de la 

parte demandante apelada] informa que en DTOP aparece como hurtado el 

vehículo”. (Véase, pág. 112 del apéndice de la parte codemandada apelante). 
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2018, se expresó que estuviese compareciendo sin someterse a la 

jurisdicción del tribunal. Tampoco en la Moción de Desestimación 

presentada el 17 de mayo de 2017, esto es, aproximadamente nueve 

(9) meses después de haber presentado su primera comparecencia, 

la parte codemandada apelante expresó que comparecía sin 

someterse a la jurisdicción del tribunal3. 

Además, con posterioridad a que el foro primario dictara 

Sentencia, la parte codemandada apelante presentó oportunamente 

Solicitud de Reconsideración. Mediante el referido escrito dicha parte 

levantó varias defensas, entre estas, la prescripción. Nótese que, la 

parte codemandada apelante compareció nuevamente ante el foro 

apelado sin hacer la salvedad de que lo hacía sin someterse a la 

jurisdicción. 

Asimismo, el 8 de marzo de 2018, el licenciado Palacios 

Gerena compareció ante el foro a quo a cumplir voluntariamente con 

las órdenes de dicho foro mediante Moción en Atención a Orden del 

23 de febrero de 2017.4 A su vez, también surge del expediente ante 

nos, que la parte comendada apelante cursó descubrimiento de 

prueba.5 

A nuestro juicio, todo lo antes indicado constituyen actos 

sustanciales por parte del licenciado Palacios Gerena como parte en 

el litigio. Estos actos nos llevan a concluir que Palacios Gerena se 

sometió voluntariamente a la jurisdicción del Tribunal. Es decir, la 

parte codemandada apelante fue traída al pleito de forma válida en 

derecho y, en consecuencia, el foro a quo adquirió jurisdicción sobre 

dicha parte. 

Como dijéramos, el derecho al emplazamiento es renunciable. 

Tal renuncia puede suceder cuando la parte demandada se somete 

                                                 
3 Véase, págs. 83-86 del apéndice del escrito de apelación. 

 
4 Véase, pág. 51 del apéndice del escrito de apelación. 

 
5 Véase, págs. 52-59 del apéndice del escrito de apelación. 
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voluntariamente a la jurisdicción del tribunal. Sánchez Rivera v. 

Malavé Rivera, supra, págs. 872-873. “Esto lo puede hacer al 

cumplir voluntariamente con las órdenes del tribunal y, a solicitud 

de éste, presentar documentos pertinentes dirigidos a dilucidar la 

reclamación incoada por la parte demandante en su contra”. 

Vázquez v. López, supra, pág. 721. 

En su segundo señalamiento de error, la parte codemandada 

apelante adujo que, erró el Tribunal de Primera Instancia al dictar 

Sentencia, a pesar de proceder la doctrina de incuria o en su defecto, 

la causa de acción está prescrita. El error señalado tampoco fue 

cometido por el foro primario.  

Como mencionáramos, la doctrina de incuria “no aplica 

automáticamente por el mero transcurso del tiempo”. En ese 

sentido, "cada caso deberá ser examinado a la luz de sus hechos y 

circunstancias particulares". Al analizarse las distintas situaciones, 

se debe considerar si existía alguna justificación para la demora, el 

perjuicio que esta acarrea y el efecto sobre intereses privados o 

públicos involucrados. (Citas omitidas). Consejo de Titulares v. 

Ramos Vázquez, supra, pág. 341. 

Al examinar el escrito de la parte codemandada apelante nos 

percatamos de que dicha parte no argumentó ni discutió su 

señalamiento de error conforme a la jurisprudencia antes citada. Por 

el contrario, dicha parte sólo se limitó a definir la figura de incuria 

y a expresar lo siguiente: “Surge de la prueba suplida por la propia 

demandante y elevada a los autos del Tribunal que éste esperó siete 

(7) años para incoar su demanda y que fue presentada seis (6) años 

luego de que la deudora original, Caribbean Power Systems, Inc., 

cesó operaciones en el 2010”. Por tanto, en vista de lo antes 

indicado, intimamos que la parte codemandada apelante no nos ha 

puesto en posición de evaluar su planteamiento.  
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De otra parte, en cuanto a lo alegado por la parte 

codemandada apelante a los efectos de que la causa de acción está 

prescrita,6 adelantamos que tampoco le asiste la razón. Dicha parte 

sostiene en su escueta argumentación, que “la acción para el cobro 

de pagos que deban hacerse en plazos breves (como lo es un canon 

de arrendamiento de un bien mueble) prescribe a los (5) años. Véase 

el Artículo 1866 del Código Civil”. 

No obstante, de una simple lectura del caso Lozano Torres v. 

Collazo, 111 DPR 702, 707-708 (1981), surge claramente que el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico excluyó expresamente al contrato 

de “leasing” de la aplicación del plazo de prescripción quinquenal 

establecido en el Artículo 18667 del Código Civil de Puerto Rico. 

Sobre este particular, nuestra Máxima Curia expresó lo siguiente: 

Resolvemos en consecuencia que la prescripción 
extintiva de cinco años se extiende al arrendamiento de 
bienes muebles y que puede invocarse, al menos en el 

caso de arriendos por términos breves, aunque no 
medie la condición de pagos periódicos. Debemos 

apuntar, por último, que las normas aquí expuestas se 
refieren estrictamente al tipo de contrato que nos 
ocupa, en las situaciones en que aquellas se producen. 

No nos estamos pronunciando sobre figuras afines al 
arrendamiento pero distintas a él, tales como el 
contrato de leasing, palabra intraducible, en que se 

arrienda un bien con opción de compra, devolución 
o continuado arrendamiento bajo otras bases al 

final. (Citas omitidas). (Énfasis nuestro). 
 

Al examinar las alegaciones de la Demanda presentada por la 

parte demandante apelada, encontramos que la acción incoada por 

esta se circunscribe, entre otras cosas, a un cobro de dinero por el 

                                                 
6 Lo relativo al Artículo 1866 del Código Civil fue traído por primera vez ante el 

foro primario en la Solicitud de Reconsideración.  
 
7 El Artículo 1866 dispone como sigue: 

 
Por el transcurso de cinco (5) años prescriben las acciones para exigir 

el cumplimiento de las obligaciones siguientes: 

  

(1) La de pagar pensiones alimenticias.  

(2) La de satisfacer el precio de los arriendos, sean éstos de fincas 

rústicas o de fincas urbanas.  
(3) La de cualesquiera otros pagos que deban hacerse por años o en 

plazos más breves.  

      31 LPRA sec. 5296 
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incumplimiento con el pago de los cánones de arrendamiento, según 

establecido en el Contrato de Arrendamiento de Vehículo, sujeto a 

la legislación especial que regula los contratos de arrendamiento de 

bienes muebles. Ante estos hechos, estaríamos frente a una acción 

personal, a la cual le es aplicable el término prescriptivo de quince 

(15) años, según lo dispuesto en el Artículo 18648. Dicho artículo 

dispone, en lo aquí pertinente, que las acciones personales “que no 

tengan señalado término especial de prescripción, [prescriben] a los 

quince años”. En consecuencia, resulta forzoso concluir que el error 

antes señalado no fue cometido por el foro apelado. 

Por último, en su tercer señalamiento de error, arguye la 

parte codemandada apelante que el foro primario erró al dictar 

Sentencia estableciendo que la Ley para Regular los Contratos de 

Arrendamiento de Bienes Muebles era el mecanismo para atender la 

prestación de un garantizador solidario, más sin embargo, no hubo 

prueba en los autos de que al garantizador solidario se le dieron las 

mismas protecciones de Ley que al deudor original. 

Al leer los argumentos esgrimidos por la parte codemandada 

apelante nos percatamos de que los mismos no fueron levantados 

ante el Tribunal de Primera Instancia. Es decir, es por primera vez, 

en su escrito ante nos, que la parte codemandada apelante trae 

dichos planteamientos ante este foro revisor. Por consiguiente, nos 

vemos impedidos de pasar juicio sobre el referido señalamiento de 

error.   

En fin, en vista de todo lo antes indicado, colegimos que en 

ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto en la 

determinación apelada, este tribunal no intervendrá con la misma. 

 

 

                                                 
8 31 LPRA sec. 5294. 
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


